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INTRODUCCION
Con beneplácito para los abogados fue recibida la noticia, durante los meses previos a este encuentro, sobre el  proyecto de regulación de los honorarios profesionales
 en cuyo articulado se preveía la modificación de los artículos 253 y 257 de la Ley N° 24.522 Ley  de Concursos y Quiebras posibilitando a los letrados actuar  como síndicos concursales. 
Sin embargo,  luego que la  Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas (FACPCE), se expresara manifestando su  rechazo a la sanción del texto del art. 64 que implicaba la modificación de la Ley de Concursos, la ansiada modificación  no  se efectivizó.
EL PROYECTO DE HONORARIOS Y LA MODIFICACION A LA LEY DE CONCURSOS Y QUIEBRAS. SANCION EN EL SENADO
El proyecto de ley que fue elaborado por los senadores Señores Roberto J. Urtubey, Pedro G. Guastavino, Marcelo J. Fuentes y Miguel A. Pichetto,  y contaba  también con la firma de la senadora, Ada Rosa Del Valle Iturrez de Cappellini  fue presentado en el Senado de la Nación a inicios del mes de septiembre
.   

La pretensión del proyecto además de buscar la regulación de  los honorarios profesionales de abogados, procuradores y auxiliares de la Justicia Nacional y Federal era  “…establecer la sindicatura mixta y de este modo habilitar para el ejercicio de esa función no sólo a contadores y estudios contables, sino también a abogados y estudios jurídicos, …“

El proyecto fue girado a las Comisiones de Justicia y Asuntos Penales y de Legislación General e incluido en la agenda del día 15 de septiembre entre los de temas a tratar en la reunión plenaria de las Comisiones citadas.  
Apenas se difundió el contenido del mismo las autoridades del Consejo de Profesionales de Ciencias Económicas, contrarias a la aprobación de la normativa  que facultaba a los abogados para actuar como síndicos, solicitaron asistir a la reunión plenaria de Comisiones  prevista para el día 15/09/2015.  

A la mencionada reunión plenaria de Comisiones asistieron,  además de autoridades del Colegio Público de Abogados de Capital Federal,  representantes del Consejo de Profesionales de Ciencias Económicas
,   quienes con su participación  lograron no solo posponer la emisión del dictamen sino que consiguieron que se les permitiera  asistir a la siguiente reunión plenaria con una participación activa. La siguiente reunión de Comisiones quedó acordada para el  22 de septiembre. 

A la nueva reunión plenaria concurrieron igualmente los representantes del Consejo de Profesionales de Ciencias Económicas quienes remarcaron el expreso rechazo a la modificación de los arts. 253 y 257 de la Ley N° 24.522 porque alegaban vulneraba sus derechos a una incumbencia que les era propia.
Abocados de pleno a la tarea de evitar que el proyecto se sancione tal y como  había
sido presentado, la Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas (FACPCE) publicó una solicitada
 en los diarios de mayor tirada
 durante los dias 4 y 5 de octubre en la cual  expresaban su preocupación por el proyecto de ley sobre Honorarios Profesionales que según expresaban: 
“ …pretende  modificar los arts. 253 y 257 de la Ley de Concursos y Quiebras 24.522, extendiendo el alcance de la tarea de la sindicatura concursal a los abogados, …Una reforma impulsada por quienes quieren avanzar en una incumbencia que nunca les perteneció y para la cual no están específicamente formados, no es la mejor vía para modificar la ley concursal.”   
Asimismo argumentaban su rechazo  aduciendo la vulneración de derechos constitucionales al manifestar que:

 “… el reclamo  realizado tiene raigambre constitucional, por  lo que rechazamos este intento de reforma que implicaría un retroceso enorme en el desarrollo del instituto de la sindicatura concursal y supondría un daño muy significativo al afianzamiento de la justicia.”
El 6 de octubre el plenario de las Comisiones legislativas que analizaban el proyecto aprobó el dictamen favorable que lo elevaba al Senado aún mediando el expreso rechazo por parte del sector  de profesionales en ciencias económicas por lo que las autoridades de ese sector se dirigieron derechamente a los legisladores para expresarles en forma directa su  enérgico repudio y los motivos de éste.
En cuento a la inviabilidad de los argumentos esgrimidos por los profesionales contables para justificar su negativa a la aprobación del proyecto cabe decir lo siguiente: 

a.- En primer lugar  hay que remarcar que muchas de las labores llevadas a cabo por los síndicos concursales son tareas propias de los abogados, en esta línea se inscribe su accionar en  los procesos citados en los incs 1, 2 y 3 del art. 117,  y los arts. 110,  119 y  175 de la L.C.Q.  Es decir,  que  con su  actuación en los procesos antes indicados los síndicos  están realizando  una actividad propia de quienes son abogados, más aún teniendo en cuenta que  en el  curso de tales  acciones  se deberá  aportar y producir prueba,  labores profesionales que sin lugar a dudas son de índole exclusiva de los letrados y para las cuales están debidamente capacitados., capacitación jurídica de la cual carecen los contadores.

b.-En segundo lugar es inaceptable  que  la FACPCE pretenda justificar su rechazo a la inclusión de los abogados como síndicos aduciendo que su reclamo tiene “ raigambre constitucional”,  porque en la Constitución Argentina  nada  hay al respecto.  Esta afirmación no hace sino demostrar la falta de conocimientos jurídicos que tienen quienes ejercen la profesión de contadores ya que lo correcto es hablar de “rango constitucional”  y no de raigambre. El porque de esta aclaración se halla en que la definición de raigambre alude  al “…Conjunto de antecedentes o tradiciones que hacen algo firme y estable algo o que ligan a alguien a un sitio.
  Por ende  como lo sostiene Caro Figueroa “…la raigambre de la Constitución no son los derechos que ella consagra ni las instituciones que crea sino todos aquellos factores (políticos, psicológicos, sociológicos, etc.) que predisponen al soberano a hacer de las constituciones algo firme y estable…la raigambre de los derechos tampoco se encuentra en la Constitución, pues en una inmensa mayoría de casos, los textos constitucionales solo se limitan a elevar de rango jurídico a derechos con "raigambre" preexistente.  …si determinados derechos no tuviesen una raigambre previa (esto es, no fuesen firmes y estables) difícilmente las constituciones se animarían a incluirlos en su texto.  … la mayoría de los derechos e instituciones regulados por el texto constitucional tienen "raíces" (históricas, sociológicas y jurídicas) mucho más remotas que la propia Constitución.”
.  
Hecha la pertinente explicación sobre el correcto significado de la palabra “raigambre”, queda por decir que si  con su alusión  pretendieron hacer referencia a que se trataba de un derecho consagrado constitucionalmente ello tampoco es así por cuanto la labor del síndico está regulada en una ley común como lo es la ley 24.522 y no en la C.N.
c.-En tercer lugar, el argumento de que  desde hace 110 la ley argentina ha designado para el ejercicio de la sindicatura  solo a  los contadores, no resiste  la menor  discusión; pareciera que los contadores no advirtieron que el Código Civil y Comercial recientemente sancionado vino a reemplazar  al Código de Velez que rigió por 146 años;  con este razonamiento solo ponen en evidencia un arcaico pensamiento y fundamentalmente dan cuenta de un puro interés sectorial.

d.-En cuarto lugar, es realmente inaceptable que aleguen que   “implicaría un retroceso enorme en el desarrollo del instituto de la sindicatura concursal y supondría un daño muy significativo al afianzamiento de la Justicia…”   que los abogados actúen como síndicos  por cuanto  quienes mejor conocen y se manejan constantemente  con los términos de la justicia son los abogados  y no los contadores,  y  precisamente la labor del síndico se desarrolla dentro de un proceso judicial donde el verdadero conocedor y  experto en la materia es un abogado. Por este motivo  cabe recalcar que  las tareas del síndico que se mencionaron en  primer lugar  exigen una  competencia e idoneidad  de la que están privados los contadores. Son ellos  precisamente quienes llevan a cabo una actividad jurídica que no corresponde  a su incumbencia  y  — usando sus propias palabras—  “…para la cual no están específicamente formados, …”. Demás  está decir que el verdadero  retroceso  en el desarrollo del instituto de la sindicatura concursal es que  se siga permitiendo  que un  contador ejerza  las funciones de un abogado para las cuales no está debidamente  capacitado.
En la sesión del 28 de octubre p.pdo. el proyecto fue tratado por la Cámara Alta.
que le dió media sanción,  pero introdujo modificaciones al dictamen del Plenario de Comisiones,  a resultas de las  cuales se dejó sin efecto la posibilidad de  los letrados  de actuar  como síndicos concursales,  manteniendo dicha tarea a cargo exclusivo de los contadores aunque  con la obligatoriedad de que el síndico  actue con  patrocinio letrado en todo tipo de procesos. 
COLOFON
La férrea presión ejercida por los diversos Consejos de Ciencias Económicas y por  la FACPCE dió sus frutos y dejó en evidencia que los abogados no estuvieron a la altura de las circunstancias para defender firmemente sus incumbencias.
Si bien texto sancionado en la Cámara Alta exige que la actuación del síndico se realice con patrocinio letrado modificando el actual art. 257  de la ley 24.522 que  establece que la decisión de actuar con patrocinio es potestad del síndico,  es de esperar que  se revierta lo acontecido y que finalmente se sancione una ley que faculte  a los abogados para  el ejercicio de las tareas de síndico .
                                                   ANEXO
A.- Expediente 2993/15 (parte pertinente)

B.- Fundamentos del Proyecto

C.- Texto de la solicitada de la FACPCE
A.- Expediente 2993/15 : Proyecto de ley sobre “HONORARIOS PROFESIONALES DE ABOGADOS, PROCURADORES Y AUXILIARES DE LA JUSTICIA NACIONAL Y FEDERAL” presentado por los senadores:
–Rodolfo J. Urtubey. 

–Pedro G. Á. Guastavino. 

–Marcelo J. Fuentes.

-Migue Á. Pichetto. 

–Incluye firma de la Señora Senadora Ada R. del Valle Itúrrez de Cappellini.

ARTÍCULO 64.- Sustitúyense los artículos 253 y 257 de la Ley N° 24.522 de Concursos y Quiebras que quedarán redactados de la siguiente forma: 
“ARTÍCULO 253.- Síndico. Designación. La designación del síndico se realiza según el siguiente procedimiento: 1) Podrán inscribirse para aspirar a actuar como síndicos concursales los contadores públicos o abogados, con una antigüedad mínima en la matrícula de CINCO (5) años; y estudios de contadores o abogados que cuenten entre sus miembros con mayoría de profesionales con un mínimo de CINCO (5) años de antigüedad en la matrícula. Los integrantes de los estudios al tiempo de la inscripción no pueden a su vez inscribirse como profesionales independientes. Se tomarán en cuenta los antecedentes profesionales y académicos, experiencia en el ejercicio de la sindicatura, y se otorgará preferencia a quienes posean títulos universitarios de especialización en sindicatura concursal, agrupando a los candidatos de acuerdo a todos estos antecedentes. 2) Cada 4 años la Cámara de Apelación correspondiente forma DOS (2) listas, la primera de ellas correspondientes a la categoría A, integrada por estudios, y la segunda, categoría B, integrada exclusivamente por profesionales; en conjunto deben contener una cantidad no inferior a QUINCE (15) síndicos por Juzgado, con DIEZ (10) suplentes, los que pueden ser reinscriptos indefinidamente. Para integrar las categorías se tendrán en cuenta los antecedentes y experiencia, otorgando prioridad a quienes acrediten haber cursado carreras universitarias de especialización de postgrado. Para integrarlas categorías se tomarán en cuenta las pautas indicadas en el último párrafo del inciso anterior. 3) La Cámara puede prescindir de las categorías a que se refiere el inciso anterior en los juzgados con competencia sobre territorio cuya población fuere inferior a DOSCIENTOS MIL (200.000) habitantes de acuerdo al último censo nacional de población y vivienda. También puede ampliar o reducir el número de síndicos titulares por juzgado. 4) Las designaciones a realizar dentro los CUATRO (4) años referidos se efectúan por el juez, por sorteo, computándose separadamente los concursos preventivos y las quiebras. 5) El sorteo será público y se hará entre los integrantes de una de las listas, de acuerdo a la complejidad y magnitud del concurso de que se trate, clasificando los procesos en A y B. La decisión la adopta el juez en el auto de apertura del concurso o de declaración de quiebra. La decisión es inapelable. 6) El designado sale de la lista hasta tanto hayan actuado todos los candidatos. 7) El síndico designado en un concurso preventivo actúa en la quiebra que se decrete como consecuencia de la frustración del concurso, pero no en la que se decrete como consecuencia del incumplimiento del acuerdo preventivo. 8) Los suplentes se incorporan a la lista de titulares cuando uno de éstos cesa en sus funciones. 9) Los suplentes actúan también durante las licencias. En este supuesto cesan cuando éstas concluyen. Sindicatura plural. El juez puede designar más de UN (1) síndico cuando lo requiera el volumen y complejidad del proceso, mediante resolución fundada que también contenga el régimen de coordinación de la sindicatura. Igualmente podrá integrar pluralmente una sindicatura originariamente individual, incorporando síndicos de la misma u otra categoría, cuando por el conocimiento posterior relativo a la complejidad o magnitud del proceso, advirtiera que el mismo debía ser calificado en otra categoría de mayor complejidad.” 
“ARTÍCULO 257.- Asesoramiento profesional. En su desempeño y según cual fuere su profesión, el síndico actuará con patrocinio obligatorio de abogado o asesoramiento de contador público. En todos los casos, los honorarios de los profesionales serán abonados por el concurso.”

B.- FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY DE HONORARIOS.
Señor Presidente


Tengo el agrado de dirigirme a usted, a fin de impulsar un proyecto de ley tendiente a regular los honorarios profesionales de abogados, procuradores y auxiliares de la Justicia Nacional y Federal.
El debate sobre el sistema judicial y su estructura ocupa un lugar destacado en las actuales discusiones sobre el funcionamiento de nuestras instituciones republicanas. Un actor fundamental de dicho sistema es el profesional del derecho.
El respeto hacia éste interesa tanto al buen orden procesal como a la sociedad en la que el abogado se desempeña, si se busca que cada litigante obtenga, mediante el proceso, la solución justa que quepa a su derecho. En tal sentido, la labor del profesional del derecho tiene una finalidad superior y es atinente a la paz social a la que él coadyuva al hacer un ejercicio ético de su función.
En el artículo 1º, segundo párrafo, de la Ley Nº 23.187, reguladora del  ejercicio de la profesión de abogado en la Capital Federal, se establece que "La protección de la libertad y dignidad de la profesión de abogado forma parte de las finalidades de esta ley y ninguna de sus disposiciones podrán entenderse en un sentido que la menoscabe o restrinja."
En oportunidad de la sanción de la norma que incluye al precepto arriba transcripto, se omitió considerar que regía la Ley Nº 21.839, vigente desde el 20 de julio de 1978, durante la dictadura militar.
Esta última, que aún regula los aranceles y honorarios de abogados y procuradores, agravia la libertad y la dignidad de estos profesionales, razón por la cual los distintos estamentos involucrados se pronunciaron en su contra, aduciendo que no contemplaba los intereses de los profesionales del derecho. Por cierto, el poder dictatorial de entonces desoyó las críticas.
La situación impuesta por la norma de la dictadura empeoró en 1991, cuando el Decreto Nº 2284 de fecha 31 de octubre de 1991 dispuso dejar sin efecto las declaraciones de orden público establecidas en materia de aranceles, escalas o tarifas que fijen honorarios, comisiones o cualquier otra forma de retribución de servicios profesionales establecidos, aprobados u homologados por leyes, decretos o resoluciones.
En el caso específico de los profesionales del derecho, lo dispuesto por ese Decreto se perfeccionó en 1994, mediante la Ley Nº 24.432 que, entre otras normas, modificó la Ley N° 21.839, eliminando su carácter de orden público. En virtud de estos antecedentes, la norma que se propone a través de este proyecto busca dignificar la profesión de los abogados y los procuradores a través de disposiciones que limiten la discrecionalidad judicial para regular honorarios, determinen mínimos arancelarios, restablezcan la calidad de orden público para la ley que regule los honorarios y aranceles que perciban los profesionales del derecho y aseguren a los matriculados la obtención de una recompensa justa y equitativa por el ejercicio de su labor profesional.
En pos de tales objetivos, las normas que conforman este proyecto de ley disponen, entre otras, las cuestiones que se describen en los siguientes párrafos. Los honorarios del profesional del derecho son considerados alimentarios, inembargables, tal como lo reconoce la jurisprudencia nacional, y de pertenencia exclusiva de quien los hubiera devengado. Se establecen las reglas a cumplir al celebrar convenios y pactar honorarios, como así también las consecuencias derivadas de una eventual revocación del mandato o patrocinio o de la renuncia del profesional en la causa.
Se dispone que se pueden celebrar pactos de cuotalitis y convenios de honorarios en causas previsionales y en asuntos que involucren cuestiones de alimentos y menores de edad, estableciendo para tales casos un tope del VEINTE POR CIENTO (20%) del monto a percibir por el demandante. Esta disposición entiende que no existen motivos para prohibir tales pactos, máxime cuando existe la costumbre de celebrarlos por conveniencia de los propios clientes que supeditan el pago de los honorarios al efectivo cobro de las acreencias que reclaman. El proyecto establece que el cobro de honorarios en forma judicial, sean éstos convenidos, regulados judicialmente o extrajudiciales, no devengará tasa de justicia ni sellado alguno.
En este sentido se prevé que el pago de los honorarios profesionales es condición ineludible para dar por concluido un proceso o hacer lugar a una medida cautelar reclamada. En principio, el pago de los honorarios pesa solidariamente sobre los condenados en costas u obligados a satisfacerlos. En caso de cambio de patrocinio y representación, el proyecto estipula que el profesional desplazado adquiere la calidad de parte para actuar en la protección de sus derechos a la regulación de honorarios. Esta innovación permitirá que el profesional continúe interviniendo en el proceso; aunque exclusivamente en lo atinente al monto en discusión y al cobro de sus honorarios, pudiendo efectuar, de ser necesario, las peticiones que estime pertinentes para preservar sus derechos. Se establece la aplicación de una Unidad de Medida Arancelaria (UMA), equivalente al UNO Y MEDIO POR CIENTO (1,5%) de la remuneración total asignada al cargo de Juez Nacional de Primera Instancia, para determinar los honorarios mínimos en asuntos no susceptibles de apreciación pecuniaria y que regirá tanto para la actividad judicial como para la extrajudicial.
Cabe aclarar que la fijación de la UMA se inspira en el buen resultado de la Ley Nº 8904 de la Provincia de BUENOS AIRES que instituye un mecanismo similar denominado "JUS" para calcular los honorarios profesionales. Los intereses deberán siempre integrarla base regulatoria de los honorarios, bajo sanción de nulidad. Los honorarios deberán abonarse dentro de los DIEZ (10) días de quedar firme la regulación. Es menester señalar que la Sala "B" de la CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL DE LA CAPITAL FEDERAL en los autos caratulados "SILVESTRI, Hilda Rosa c/ SILVA, Elvio s/desalojo por vencimiento de contrato", pronunciamiento de fecha 28 de junio de 2011 (LL 2011-D:446),modificó una regulación de honorarios en favor de un abogado al considerar que los mismos habían sido calculados  de una manera muy exigua.


El tribunal fundó la medida en el Protocolo de Regulación elaborado por la Comisión de Honorarios y Aranceles del COLEGIO PÚBLICO DE ABOGADOS DE LA CAPITAL FEDERAL con fundamento en el principio de equidad. Los jueces, al tomar la medida, hicieron hincapié en que la última reforma arancelaria fue sancionada en enero de 1995 y remarcaron que desde aquella época el salario básico de un magistrado de primera instancia se incrementó en el orden de un CUATROCIENTOS QUINCE COMA VEINTINUEVE POR CIENTO (415,29%). Según el fallo, corresponde que el abogado reciba una retribución acorde no sólo a su desempeño, sino a las obligaciones involucradas en su que hacer. En ese contexto, se señaló que “en virtud del principio de equidad, tomando como pauta indiciaria los arts. 6, 13 y cc.de la ley de arancel y el Protocolo de Regulación elaborado por el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, llevan a este Tribunal a considerar reducido el monto fijado como mínimo arancelario.”


Asimismo, el proyecto incorpora reformas puntuales al régimen de concursos y quiebras (Ley N° 24.522, artículos 253 y 257), a efectos de establecer la sindicatura mixta y de este modo habilitar para el ejercicio de esa función no sólo a contadores y estudios contables, sino también a abogados y estudios jurídicos, en línea con las previsiones normativas de marcos jurídicos anteriores al vigente actualmente. En aquel sentido, el proyecto que se acompaña busca la sanción de una nueva Ley de Honorarios Profesionales que resulte integral para los abogados, procuradores y auxiliares de la justicia, que introduzca como un aspecto fundamental el carácter alimentario de los honorarios que reciben los profesionales aludidos por su trabajo, y el carácter de orden público de las normas que lo regulan, ello con miras a evitar la discrecionalidad de los magistrados al momento de las regulaciones correspondientes. Con dicha finalidad, se somete a vuestra consideración el proyecto de ley adjunto que responde al propósito enunciado y que permite, de acuerdo a lo expresado, mejorar las condiciones en las que abogados, procuradores y auxiliares de la justicia realizan sus tareas. 

Por los fundamentos precedentemente expresados, solicito a mis pares que acompañen el presente proyecto de ley.
 

C.- TEXTO DE LA SOLICITADA DE LA FEDERACION ARGENTINA DE CONSEJOS PROFESIONALES DE CIENCIAS ECONÓMICAS PUBLICADA LOS DIAS 4 Y 5 OCTUBRE

 
                                                     SOLICITADA

                                            A LA OPINIÓN PÚBLICA

A la FEDERACIÓN ARGENTINA DE CONSEJOS PROFESIONALES DE CIENCIAS ECONÓMICAS, y los 24 Consejos Profesionales de todo el país,   que representan a más de CIENTO TREINTA MIL profesionales, nos genera gran preocupación el Artículo 64 del proyecto de ley N° 2293-S-15, presentado en el Senado de la Nación y firmado por los Señores Senadores: Urtubey, Guastavino, Fuentes y Pichetto sobre “Honorarios Profesionales de Abogados, Procuradores, y Auxiliares de la  Justicia Nacional y Federal”, porque —subrepticiamente y excediendo el marco arancelario del proyecto— pretende modificar los artículos 253 y 257 de la Ley de Concursos y Quiebras 24.522, extendiendo el alcance de la tarea de la sindicatura concursal a los abogados, incumbencia que desde hace CIENTO DIEZ AÑOS la ley argentina ha reservado en exclusividad a los contadores públicos, en función de  los requerimientos profesionales del cargo y la necesidad de proteger a la sociedad en el ámbito económico, para facilitar la recuperación de las empresas en crisis. 

Estas labores profesionales requieren, a todas luces, conocimientos específicos en el área económico-contable y en las normas técnicas que las regulan. Sucesivas comisiones redactoras de proyectos de reforma concursales, incluso aquéllas que conformaron las distintas leyes que han regido y rigen los concursos, han coincidido sin fisuras en la conveniencia de mantener la sindicatura en nuestra orbita  profesional. 

Una reforma impulsada por quienes quieren avanzar en una incumbencia que nunca les perteneció y para la cual no están específicamente formados, no es la mejor vía para modificar la ley concursal. 

El reclamo realizado tiene raigambre constitucional, por lo que rechazamos este intento de reforma que implicaría un retroceso enorme en el desarrollo del instituto de la sindicatura concursal y supondría un daño muy significativo al afianzamiento de la Justicia.

Dr. Luis Nestor Segovia                               Dr. Ramón Vicente Nicastro 

     Prosecretario                                                      Presidente

   DNI.:13.921.422                                                DNI.:7.628.672
� Proyecto de ley N° 2293-S-15 sobre “Honorarios Profesionales de Abogados, Procuradores, y Auxiliares de la Justicia Nacional y Federal”


� El 09/09/2015


� Así surge de los fundamentos del proyecto


� En la reunión plenaria expusieron por el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, los Dres. Eduardo Awad y Jorge Rizzo en su carácter de presidente y ex titular de la entidad. En tanto que por el Consejo asistieron —sin voz—  los Dres. José Escandell y Mario Bruzzo en su calidad de ex presidente del Consejo Profesional y Consejero Coordinador de la Comisión de Actuación Profesional en Procesos Concursales respectivamente. 


� Firmada por Luis Nestor Segovia y Ramón Vicente Nicastro en su calidad de Presidente y el Prosecretario de la entidad.


� Fue publicada en los diarios Clarín, La Nación, Ámbito Financiero y El Cronista Comercial. A su vez los Consejos de cada provincia publicaron una solicitada con idénticos términos.


� Según el Diccionario de la Real Academia Española, en http://www.rae.es/


� Caro Figueroa, Luis,  “La 'raigambre' constitucional a debate”, disponible en � HYPERLINK "http://noticias.iruya.com/sociedad/comunicacion/11314-raigambre-constitucional-debate-salta.html" ��http://noticias.iruya.com/sociedad/comunicacion/11314-raigambre-constitucional-debate-salta.html�





 





